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  ACTA DE APROBACIÓN N° 752
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Agosto 02 de 2017, 9:30 a.m.

	Imputada: 
	Jairo Antonio Acevedo Osorio

	Cédula de ciudadanía:
	18.530.623 de Apía (Rda.)

	Delito:
	Actos sexuales con menor de 14 años

	Víctima:
	Menor M.C.R.M. de 11 años de edad para el momento de los hechos

	Procedencia:
	Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el fallo condenatorio de fecha agosto 31 de 2015. CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Los hechos fueron denunciados por la señora MARÍA LUCELLY AGUIRRE GARCÍA, directora rural del Centro Educativo La Floresta de Apía (Rda.), quien dio a conocer el presunto delito sexual cometido en contra de la menor M.C.R.M. -de 11 años de edad para la época de los hechos que según se indica se registraron a mediados del mes de octubre de 2014-
, estudiante de grado 5°, la cual venía siendo tocada en sus partes íntimas cuando se dirigía camino a la escuela
, por un sujeto que la abordaba y a quien conoce con el alias de “mono”. Posteriormente esta persona fue identificada como JAIRO ANTONIO ACEVEDO OSORIO.

1.2.- Adelantado el programa metodológico de investigación, la Fiscalía 23 Seccional de Apía (Rda.) pidió la captura del procesado y una vez se hizo efectiva solicitó ante el Juzgado Promiscuo Municipal con funciones de control de garantías de esa localidad, las audiencias preliminares (noviembre 13 de 2014) de legalidad de aprehensión y formulación de imputación, en las que se le endilgaron cargos al señor ACEVEDO OSORIO por el delito de actos sexuales con menor de 14 años, en concurso homogéneo, reglado en los artículos 31 y 209 C.P., quien GUARDÓ SILENCIO. Se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario.

1.3.- Por lo anterior, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (diciembre 2 de 2014) en el que endilgó cargos en la persona del mismo imputado como autor de la conducta de actos sexuales con menor de 14 años, en concurso homogéneo, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Promiscuo del Circuito de  Apía (Rda.), autoridad ante la cual se llevaron a cabo las audiencias de formulación de acusación (febrero 3 de 2015), preparatoria (marzo 12 de 2015), y juicio oral (mayo 20, junio 23 y julio 27 de 2015), al final del cual se dio a conocer un sentido de fallo de carácter condenatorio, para posteriormente emitir la sentencia respectiva (agosto 31 de 2015), en la que: (i) se declaró autor responsable al señor JAIRO ANTONIO ACEVEDO OSORIO del delito de acto sexual abusivo con menor de 14 años, en concurso homogéneo;  (ii) lo condenó a la pena de 11 años de prisión y a la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término; y (iii) le negó cualquier mecanismo sustitutivo de la pena por expresa prohibición legal.

1.4.- Los fundamentos que tuvo en consideración el a quo para llegar a la conclusión de condena en contra del procesado, se hicieron consistir en que quedó debidamente acreditado que la menor M.C.R.M. contaba con menos de 14 años para la época de los hechos, conforme se aprecia del Registro Civil de Nacimiento que arrimó como prueba. Así mismo, que en este caso la niña, única testigo presencial de los hechos, le informó de lo sucedido a una compañera de clase y posteriormente a su profesora, siendo enfática en pregonar que un señor mono, mayor, de estatura baja, de dentadura incompleta, con calvicie coronaria, y que vendía naranjas, fue el autor de la ilicitud.

En juicio ratificó tal versión, por cuanto a dicho ciudadano lo reconoció en tres oportunidades, así: (i) ante la policía judicial en octubre 31 de 2014, en diligencia de reconocimiento fotográfico, donde lo señaló sin dubitación alguna; (ii) en una fotografía que tenía la psicóloga en su celular, cuando M.C.M.R. y sus hermanitas lo tomaron sin permiso y observó dicha foto, lo cual tuvo ocurrencia durante la visita socio-familiar; y (iii) cuando el padre del incriminado fue a la residencia de la pequeña y la confrontó con otra fotografía familiar, que tenía varias personas, donde destacó nuevamente al agresor.

De conformidad con jurisprudencia de la Corte Suprema -Sentencia 26128 de 2007
-  la menor cumple con los requisitos allí reseñados para llegar al grado de conocimiento sobre la existencia del hecho y la responsabilidad del actor.

1.5.- Inconforme con la decisión adoptada, el defensor hizo expresa manifestación de apelar el fallo y que lo sustentaría en forma oral. 
2.- Debate
2.1.- Defensa -recurrente- 
Pide se revoque el fallo de condena y se absuelva a su prohijado, por duda probatoria, con fundamento en lo siguiente:
Señala que sobre lo sucedido no existe duda alguna, y por ende no ataca los dos elementos estructurales del tipo, esto es, la tipicidad  y la antijuridicidad al estar suficientemente probados, en tanto su disenso va encaminado a la valoración probatoria que concluyó con la responsabilidad de su defendido. 

Al respecto esgrime la forma sui generis en la que fue identificado el señor JAIRO ANTONIO, toda vez que a los investigadores llegó la información de que una persona agredió sexualmente a una menor, se dirigen al lugar, y sin ninguna pesquisa o averiguación individualizaron a quien cumplía con la descripción como sospechoso, persona a quien acusa LUZ ADRIANA ECHEVERRI, defensora de familia, de tener una relación con una hijastra de él que presentaba dificultades en su desarrollo intelectual.

Ningún valor probatorio podía darle el juez a lo dicho por esa funcionaria, quien colaboró con la individualización del acusado, lo cual es inapropiado, antitécnico y contamina el curso del proceso, ya que la información entregada por la misma relacionada con la visita socio-familiar que efectuó a la vivienda del señor JAIRO ANTONIO, donde “observaron que toda la familia dormía en la planta baja excepto el inculpado y la hijastra quienes dormían en el segundo piso”, lo que hace es perjudicar los intereses del encartado, al no existir técnica de contrainterrogatorio para controvertir rumores de terceros, toda vez que la menor afectada con el supuesto abuso negó su ocurrencia y por ello tal averiguación antecedente no puede ser creíble.

Dijo la testigo LUZ ADRIANA ECHEVERRY, que recibió una foto de un padre de familia que guardó en su celular y cuando estuvo en la casa de M.C.R.M. para el restablecimiento de derechos, las menores observaron la misma y lo señalaron como el abusador, lo cual es contrario a lo dicho por la madre y padrastro de la niña, quienes indicaron que los policiales y la defensora llevaban varias fotografías de un sospechoso y así fue como lograron identificarlo, lo cual le hace daño al proceso, en tanto la afectada es menor de 12 años quien sufre actualmente de stress postraumático y dichos funcionarios en el afán de encontrar al sospechoso le ponen de presente la foto de un ciudadano a quien consideran el autor, con lo cual contaminan la percepción de la niña y su proceso rememorativo. 

Y es que según el psicólogo la sintomatología más fuerte de la pequeña es una asociación con personas de similares características físicas, por lo que observaba al abusador en cualquier parte, producto del miedo e intranquilidad, por lo cual fue un error enseñarle una foto de su cliente, pues asociaría dicha imagen a su atacante.

De ese modo la señora ADRIANA ECHEVERRY aportó información previa de un supuesto abuso, en este caso la foto, y es quien señaló a la policía la identidad del sospechoso pese a no ser testigo directo. Así mismo fue la persona que adujo que el sujeto era vendedor de naranjas, lo cual comunicó a la policía, situación que no es acertada toda vez que el padrastro de la niña lo distinguía como recolector de chatarra y con el apodo de “ruñe hueso”. Y aunque se dijo que el agresor trabajaba en una finca aledaña a la vivienda de la menor, ningún testigo lo corroboró, como tampoco la forma en que se trasladaba al sitio de los acontecimientos, lo que implica que se encontraba siempre cerca de su víctima, pero su cliente no vivía en el sector, no trabajaba por allí,  y no contaba con medio de transporte para desplazarse a tempranas horas a esperar una aleatoria oportunidad.

Sobre las características de su defendido, éstas son ambiguas y tienen variación entre testigos, siendo la estatura quizás en la que todos coinciden, pero ello no es determinante. Y aunque indican que tiene calvicie coronaria, esto no fue un elemento determinante para su individualización, pues en las fotografías frontales no es posible asegurar tal particularidad. E incluso muy a pesar que el señor juez considera a su cliente como una persona calva, así no lo percibe la defensa, y tal duda debe resolverse a su favor.

La víctima siempre refirió a su defendido con el alias de “mono” o “moneco”, pero el único que dio información al respecto fue su padrastro quien dijo que es conocido del pueblo y las veredas como “ruñe hueso”, frente a lo cual no se presentó argumento en contra, y aunque la niña lo describe como un viejito, el señor JAIRO solo tiene 49 años. Ni mucho menos se probó la ausencia de uno de los dientes lo que sería importante, pues lo ocurrido se dio en varias ocasiones.

A M.C.R.M. se le indujo en un yerro según lo consignado en una de las entrevistas donde dijo que lo había visto en Santuario y que la había invitado a ella y a la mamá a tomar pintadito, y al usar dicha declaración en el contrainterrogatorio de la madre de ésta, indicó no conocer a dicha persona y que “tal vez la niña está confundida”. Con ello cobra relevancia el maltrato que se le dio a la fotografía de su representado lo cual fue determinante, ya que para descartar a los presuntos implicados se debió indagar con qué individuo departieron la menor y su madre.

2.1.- Procesado -recurrente- 
El sentenciado en uso de la defensa material, pide se revoque el fallo y se le absuelva por duda probatoria, lo cual sustenta de la siguiente forma:

La valoración del juez es parcializada al dejar de lado las reglas de la experiencia y la sana crítica, al condenar sin existir certeza más allá de toda duda. Así es porque el juez acepta como prueba un reconocimiento fotográfico, al desconocer su menguado valor probatorio para individualizar al procesado, toda vez que al estar detenido pudieron hacer un reconocimiento en fila.

Debe tenerse en cuenta la forma “fraudulenta” en que la psicóloga LUZ ADRIANA ECHEVERRI OSORIO narra que M.C.R.M. tomó su celular y observó su foto, por cuanto otra persona se la había enviado, y el reconocimiento fotográfico lo hacen con una imagen que la psicóloga con antelación le había enseñado a la niña insinuándole que era el abusador.

Pese a no existir enemistad entre la víctima y agresor, con lo cual se cumple uno de los requisitos de la jurisprudencia, olvida el a quo que no es solo la existencia de inconveniente entre ambos lo que genera el cumplimiento de tal requisito, al existir otros factores como interés oculto al denunciar, quizás para buscar mayor atención, al descubrirse que cuando algunos menores mienten en sus declaraciones ello no fue solo por enemistad. El psicólogo no analizó tales circunstancias, y nunca se sabrá qué motivó a la niña a mentir para perjudicar a un tercero.

Del relato de la niña observa que las reglas de la experiencia y la sana crítica brillan por su ausencia, al existir situaciones ilógicas que nadie toca. Véase que si la menor anda acompañada de sus hermanos que estudian en otra escuela, pero que pasan por la de ella, porqué luego de haber sido abusada la primera vez y al poder usar el transporte escolar o acompañarse de sus consanguíneos, se iba sola donde iba a ser atacada, sin que tenga lógica que el agresor que no era de allí viajara todos los días a esperar si por el azar la pequeña subía sola.

Es menos creíble el dicho de la niña cuando dijo que era penetrada por el victimario, al ser claro el médico que no ha sido desflorada y tal versión no ha sido confirmada por otro medio probatorio. 

Aunque los exámenes sexológicos siempre van acompañados de la frase de cajón “hay coherencia en el relato”, se pregunta si es coherente en insistir irse sola y a pie por un lugar donde la esperan para abusar de ella?, sin que sea lógico que durante meses la presunta víctima fuera atacada y solo después de un año llega al colegio asustada y llorando a comentar lo sucedido. 
Agrega que según las reglas de la experiencia, quien solo va a manosear a una menor no se quita su propia ropa y menos en un paraje donde transita gente. Puede que se la quite a la víctima, pero él no se va a desnudar al ser factible que la afectada huya. 

Tampoco quedó claro cuándo ocurrió el primer  abuso y cómo acaeció, por ser éste el que trae amargos recuerdos. Ni mucho menos se realizó un dictamen pericial psicológico para determinar que la niña decía la verdad, solo que el relato era coherente.

2.4.- Debidamente sustentado el recurso, el funcionario de primer nivel lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada. 

3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por las partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso la Defensa técnica y material-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Corresponde al Tribunal establecer si la decisión de condena proferida en contra del señor JAIRO ANTONIO ACEVEDO OSORIO se encuentra acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y en su reemplazo se dictará sentencia absolutoria, como lo piden los recurrentes.
3.3.- Solución a la controversia

No se percibe, ni ha sido tema objeto de controversia, la existencia de algún vicio sustancial que pueda afectar las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

Igualmente se aprecia de entrada, que las pruebas fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción.

De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906 de 2004, para proferir una sentencia de condena es indispensable que el juzgador llegue al conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan cimiento en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

Según quedó reseñado al comienzo de esta providencia, la razón que motiva el examen de la sentencia condenatoria dictada en contra del señor JAIRO ANTONIO ACEVEDO OSORIO, no es otra que establecer si, como lo pregona la defensa recurrente -diferente a lo analizado por el a quo y sostenido por la Fiscalía-, que obran sendas dudas en relación con el compromiso que le asiste en la comisión del ilícito de actos sexuales con menor de catorce años de los que se asegura fue víctima M.C.R.M., como quiera que la única testigo de los hechos es la niña, quien da información que va en contra de la lógica y las reglas de la experiencia, así mismo por presentarse irregularidades en el proceso de individualización del presunto autor del ilícito, toda vez que se le enseñaron previamente fotografías de quien al parecer era el sospechoso, con lo cual se contaminó su percepción.
De lo arrimado al juicio se desprende que en octubre 14 de 2014, cuando la menor M.C.R.M. se dirigía a la escuela de la vereda “La Sombra”, comprensión municipal de Apía (Rda.), fue víctima de una agresión sexual por parte de un individuo a quien conocía como “Mono”, quien la internó en un cafetal, cerca de la escuela, le quitó su ropa, le realizó diversos tocamientos de índole sexual, el atacante también se despojó de su ropa, y, en sentir de la niña, la penetró.

Valga decir ab initio que los delitos que atentan contra la libertad y formación sexuales se caracterizan por la escasez probatoria, al ser apenas lógico que este tipo de conductas ilegales se lleven a cabo en sitios solitarios o en la mayoría de los casos se aprovecha la intimidad del domicilio de la víctima o del victimario. En este evento se tiene que tal situación anómala acaeció en una zona rural del municipio de Apía, más concretamente en la vereda “La Sombra” y a pocos metros de la escuela del sector, donde la niña fue internada por el adulto en un cafetal para evitar ser visto.

En desarrollo de la audiencia del juicio se escucharon los testimonios de la víctima M.C.R.M., de su madre y padrastro, MARÍA YURLEDIS RAMÍREZ MEJÍA y JORGE ADRIÁN MORENO CHALARCA, de los funcionarios de policía judicial OSWALDO CIFUENTES YUSTRES y DARWIN ORTIZ ZAMBRANO, de los peritos en sexología y psicología de Medicina Legal CAMPO ELÍAS OCHOA CUCALEANO y JAIRO ROBLEDO VÉLEZ, las docentes MARÍA LUCÍA AGUIRRE GARCÍA y FRANCIA ELENEA AGUDELO AGUDELO, la psicóloga de la Comisaría de Familia de Apía, Dra. LUZ ADRIANA ECHEVERRY OSORIO, y la menor  L.D.A.M. compañera de estudio de la pequeña agredida. Cada uno de ellos hizo alusión al conocimiento de los hechos denunciados o las actividades desarrolladas a raíz de los mismos.

En este asunto se aprecia que aunque la prueba testimonial fue abundante, la mayoría de quienes allí rindieron declaración ningún conocimiento directo tenían en relación con la materialidad de la comisión de la conducta, en tanto los hechos de los que fuera víctima la menor M.C.R.M. se desarrollaron en un cafetal cercano a la escuela de “La Sombra”. Pero no obstante lo anterior, para el Tribunal, al igual que lo fue que para el juez a quo, existen suficientes elementos de juicio para atribuir responsabilidad al acusado, como pasa a verse:

Respecto de lo sucedido, en primer lugar tuvo conocimiento L.D.A.C., compañera de quinto grado de primaria de M.C.R.M., a quien la afectada le contó lo ocurrido minutos antes, y fue precisamente ella quien procedió casi de manera inmediata a comunicarle ese episodio a la profesora FRANCIA ELENA AGUDELO AGUDELO, la cual fue clara en decir que en efecto después de mitad de año, la niña no quería ingresar al salón y al salir notó que lloraba, pero no le manifestó la razón para ello, pero finalmente le contaron que había sido abusada y la pequeña se decidió a narrarle lo ocurrido.
Ante tal conocimiento, la profesora se contactó con la directora, quien se puso en contacto con servidores de la Sijín del Municipio de Apía, los cuales se hicieron presentes en la referida escuela en compañía de funcionarias de la Comisaría de Familia de esa localidad, ante quienes la niña les hizo alusión al mencionado abuso sexual del que fue víctima, y ante quienes igualmente procedió a describir las características del individuo que la había agredió, esto es, mono, bajito, de edad, con alguna calvicie y carente de un diente, tal cual lo refirió el policial OSWALDO CIFUENTES, datos éstos con los que se iniciaron las labores de búsqueda.

En octubre 16 de 2014, la menor M.C.R.M. fue valorada por el médico forense adscrito a Medicina Legal de Apía, de cuyas conclusiones se extrae que el último episodio de agresión acaeció 3 días atrás y al momento de la valoración no le fueron encontradas huellas de lesión, y tenía un himen anular íntegro, elástico, a la vez que se dispuso la práctica de un frotis vaginal para determinar la presencia de espermatozoides.

Con la información que fue brindada por la víctima, se iniciaron las labores tendientes a lograr la identificación del presunto agresor, contándose con datos de una fuente humana quien indicó que por la vereda Miravalle de Apía, había una persona que tenía similares características, circunstancia ésta que fue concatenada con el conocimiento previo que tenía la psicóloga de la Comisaría de Familia de Apía, quien supo que al parecer este mismo individuo estaba involucrado en otro hecho parecido y a quien conocía como vendedor de naranjas en el pueblo.

Cuando la psicóloga LUZ ADRIANA ECHEVERRY OSORIO efectuó la visita socio-familiar a la vivienda de la pequeña M.C.R.M., con el fin de verificar el restablecimiento de sus derechos, diligencia a la cual igualmente comparecieron funcionarios de policía judicial con miras a crear empatía con las menores, puso su celular encima de la mesa del comedor y dos hermanitas de M.C.R. lo cogieron y empezaron a visualizar unas fotos que allí tenía -entre ellas se hallaba una que le fue enviada vía whatsapp por un padre de familia, relativa al individuo que al parecer abusaba de su hijastra en la Vereda Miravalle, donde también se hizo visita sociofamiliar por ese asunto-, y al observar esa imagen las niñas le  preguntaron si era familiar suyo, lo cual negó y al indagarles el por qué preguntaban, manifestaron que ese mismo señor, cierto día, cuando venían de la escuela, se bajó los pantalones y les exhibió los genitales, y en ese momento M.C.R.M. al mirar la foto empiezo a llorar, a la vez que expresó que dicha persona era quien abusaba de ella.
Esos datos con los que contaba la Psicóloga de la Comisaría de Familia, aunada a la entregada por la menor sobre las características del agresor, fueron precisamente las que conllevaron a establecer que se trataba del individuo que la agredió en su intimidad sexual.

Para ratificar tal situación, por parte de los funcionarios de policía judicial se procedió a realizar diligencia de reconocimiento fotográfico de quien en ese momento se consideraba como el principal sospechoso de los hechos, y una vez la menor percibió las fotografías, en compañía de su padrastro, de la agente del Ministerio Público y de los miembros de policía judicial, no dudó en reconocer nuevamente a esa persona, quien fue finalmente identificada como  JAIRO ANTONIO ACEVEDO OSORIO.

Esa forma en la que fue individualizado el señor ACEVEDO OSORIO es el fundamento principal del recurso por parte del procesado, quien aduce que debió habérsele practicado reconocimiento en fila al estar privado de la libertad, ya que el realizado por medio de fotografías tiene un valor probatorio menguado. Así mismo su abogado expresa que al exhibirle previamente dicha fotografía a la menor, se contaminó su percepción y el proceso rememorativo, quien desde allí asoció tal imagen como la de su  atacante.
De la información arrimada a juicio es claro que con antelación al reconocimiento fotográfico se le exhibió a la niña unas imágenes del presunto agresor, frente a lo cual incluso existe diversas versiones, porque en tanto la psicóloga refirió que M.C.R.M lo vio por medio de su celular, lo que indicaron tanto la madre de ésta como su padrastro es que cuando se hizo la visita socio-familiar, la psicóloga y los investigadores llevaron varias fotos de éste -tres según la madre y una según el padrastro-, para que la pequeña lo reconociera. 
Para el Tribunal y pese a que tal acontecimiento hubiera tenido ocurrencia, ello per se no desdibuja el señalamiento que desde los albores de la investigación realizó la menor M.C.R.M. en contra de quien fue identificado como JAIRO ANTONIO ACEVEDO, a quien conoce con el alias de “Mono”, y a quien describió por sus características más sobresalientes como el autor.

Una situación como la que aquí se presenta ya ha sido materia de análisis por el órgano de cierre en materia penal, en el siguiente sentido: 
“La circunstancia de haber visto al imputado antes del reconocimiento, personalmente o a través de fotografías, no afecta de suyo la validez jurídica del reconocimiento ni lo torna ineficaz, ya que cuando ello es lo que se denuncia, la prueba será jurídicamente válida y el juez podrá valorarla, sólo que deberá tomar en cuenta los antecedentes con incidencia en su fuerza demostrativa, ya que no es lo mismo que la percepción del testigo permanezca exenta de interferencias a que haya sido reforzada con nuevas imágenes que puedan repercutir en ella”.
 

Lo que salta a la vista en el presente caso, es que en efecto M.C.R.M. fue atacada en su integridad sexual cuando se dirigía a la escuela de la Vereda “La Sombra”, lo cual, según lo aseveró, ocurrió en varias ocasiones, sin recordar cuántas, en horas de la mañana y en un mismo lugar cercano al centro educativo, sin que se aprecie que ésta hubiere sindicado de tales ataques a una persona diferente al hoy enjuiciado a quien llama el “Mono”, apelativo igualmente utilizado por los amigos de la escuela para referirse al individuo que “se baja los pantalones”.
Si bien ninguna de las hermanas de la afectada fue llamada a rendir declaración, debe indicarse que según lo sostenido por la madre de las niñas y la psicóloga, éstas al observar la fotografía que la profesional tenía en su celular, también reconocieron a esa persona que fue identificada por M.C.R.M., como la que días antes, cuando se dirigían a su casa desde la escuela, les exhibió sus órganos genitales, lo que implica que en efecto dicho ciudadano rondaba el sector y aprovechaba el momento en que las pequeñas se trasladaban por allí para saciar sus instintos sexuales.

Es evidente que la información que poseía con antelación la psicóloga fue importante para obtener la identificación del procesado, pero salvo ello, las manifestaciones que ésta rindió en juicio, acerca de las presuntas conductas en que incurrió el señor JAIRO contra otra menor de edad -al parecer su hijastra-, no fueron tenidas en cuenta, al no ser objeto de análisis por el a quo para soportar la sentencia de condena, como tampoco lo hará esta Sala, pues al respecto, salvo lo dicho por esa profesional, nada más se acreditó en juicio y aun así, de haberse presentado tal acontecimiento éste debe ser investigado por cuerda separada.

Para la Sala entonces, contrario a lo dicho por el profesional que representa los intereses del justiciable, el proceso de rememoración de la niña no fue alterado con la exhibición de unas fotografías previas, porque contrario sensu lo que ello permitió es que se tuviera plena claridad de que este había sido el autor de la ilicitud, lo cual no fue un error porque precisamente en esas labores previas de identificación se debe recurrir a los medios investigativos de que se disponga, máxime cuando para ese instante se contaba con una información que podía ser útil y que permitiría corroborar o descartar si el mismo había tenido participación o no en la ilicitud.

Mírese también que en otra oportunidad, cuando ya se encontraba privado de la libertad por estos hechos el señor JAIRO ANTONIO, a la finca  donde vivía la menor arrimó el padre del agresor para que la niña visualizara en una fotografía que llevaba si allí se hallaba quien la atacó, y tener claridad si en efecto su descendiente había cometido el hecho, y pese a que ésta se sintió atemorizada al sentir la presencia de su atacante, luego de calmarse, en esa ocasión también señaló a JAIRO ANTONIO en la fotografía que le fue exhibida, como así lo admitió el padrastro de la menor JORGE ADRIÁN MORENO.
No puede dejarse de lado que la ofensa de la cual fue víctima M.C.R.M. fue de tal magnitud que incluso le generó un stress postraumático, como lo dijo el psicólogo forense, lo que ha sido corroborado por los familiares más cercanos en el sentido que la misma crea percibir al procesado en diversos momentos, lo que tampoco le permite dormir adecuadamente al despertarse con pesadillas, a la vez que necesita de la compañía permanente de una de sus hermanas para sentirse segura.

Queda claro por tanto, que el aquí procesado fue señalado, no en una, sino en tres momentos diferentes por parte de la afectada, en los términos en que lo explicó el juez de instancia, y ello se debió precisamente a las características físicas que en su momento la infante describió y que fueron incluso constatadas en el juicio por parte del juez a quo, de lo cual dejó constancia en el fallo
. Incluida allí una anotación bien particular reseñada textualmente por el señor juez de primer grado en su sentencia, nada diferente a que al procesado “le falta una pieza dental”, como dato singular aportado por la menor desde su primera descripción a las directivas del plantel y a las autoridades de policía judicial.
Véase también que el perito en psicología forense expresó que las manifestaciones que sobre lo acaecido ha rendido la niña, han sido lógicas, coherentes, y siempre han mantenido un mismo hilo conductor, al ser claro que desde el último día en que sufrió la afectación a su integridad sexual contó lo sucedido,  inicialmente a su amiga  L.D.A.M., lo repitió ante su profesora  FRANCIA ELENA AGUDELO AGUDELO, lo volvió a referir ante el médico forense, y lo ratificó ante el psicólogo del Instituto de Medicina Legal seis meses después, cuando en mayo 19 de 2015 fue incluso más explícita y narró al profesional, no solo una, sino al menos las dos ocasiones en las cuales fue agredida sexualmente.
Lo anterior permite establecer que lo narrado por la víctima desde el instante en que le narró a su amiga L.D.A.M. y a su profesora lo acaecido, fue similar a la que posteriormente dio a diferentes autoridades -médico forense y psicólogo-, cuyas exposiciones, como lo ha reiterado la jurisprudencia, deben ser tenidas en cuenta como testimonio directo acerca del objeto de conocimiento que se les puso de presente
. Y es sabido que con fundamento en el sistema de la libre apreciación racional de las pruebas, no es posible descartar de plano la posibilidad de fundar un fallo adverso en prueba con esas características -única y proveniente de la víctima-.

Al respecto, esta Corporación en los albores del sistema acusatorio y con ponencia de quien ahora ejerce igual función, sostuvo: 
“[…] de acogerse con rigor la tesis según la cual el testigo único no vale -rememorando la tarifa legal- y además que “el error en el testimonio es la regla y no la excepción”, veríamos un fácil expediente para excluir toda posibilidad probatoria en acontecimientos que ocurren en la clandestinidad (v.gr. los delitos sexuales). No atender por tanto para su análisis el testimonio de la víctima cercena de un tajo la posibilidad de llegar a la verdad de los hechos. No basta entonces con decir que el afectado tiene un interés personal en el caso que se juzga, pues fuera de ser obvio no es por sí mismo un argumento que lo destruya. Además y por supuesto, es la víctima la primera, principal y muchas veces única testigo en la gran mayoría de los eventos; pero, adicionalmente, la más interesada en que se sancione al verdadero culpable y no a uno diferente” 

· Anotaciones adicionales respecto a otros puntos de la impugnación.

Frente a las supuestas dudas que aduce el togado, por cuanto no se logró establecer que en efecto del señor ACEVEDO careciera de uno de sus dientes o que la calvicie coronaría fuera lo suficientemente visible para su reconocimiento, ello, en sentir de la Sala, no logra resquebrajar el señalamiento directo que efectuó la menor cuando tuvo contacto con su fotografía, lo cual se ha mantenido incólume en las diferentes oportunidades. Y si bien es verdad que el acusado no es una persona de la tercera edad, muy seguramente no solo él, sino todos aquellos que están en la edad adulta, a la luz de una pequeña como M.C.M.R., de 11 años, todos estos pueden parecerle “viejos”, lo que tampoco demerita lo dicho por ésta a su madre al indicar que quien la agredió era un señor de edad, o incluso un “viejo” como lo dijo la otra menor testigo L.D.A.M..

Contrario a lo referido por el acusado, en el sentido que lo manifestado por la víctima no es lógico, ni coherente, al aducir que no es entendible que la misma a sabiendas que ya había sido abusada no le contara a su familia lo acaecido y que persistiera en irse a pie y sola por el lugar donde ya había sido ultrajada. A ese respecto debe decirse que si bien la menor nada dijo a sus padres en relación con el primer ataque, lo fue porque el agresor la intimidó con amenazas de muerte hacia su señora madre y hermanos, y tal situación tuvo una gran repercusión en la pequeña. Pero no obstante ese silencio inicial, su comportamiento era indicativo de que algo sucedía, en tanto su profesora le notó cambios a nivel educativo y comportamental, como también sucedió en su núcleo familiar, y tales circunstancias evidentemente tuvieron su génesis con posterioridad a que fuera atacada sexualmente. Situación que fue sustancialmente diferente en la segunda ocasión, porque cuando sucedió el segundo ataque, la niña no resistió más y le contó a su amiguita del colegio lo acaecido, con los resultados ya conocidos.
Lo de ser extraño que la menor volviera a pasar por el mismo sector para que le hicieran lo mismo, es una situación que tiene explicación, porque ocurre que la niña siempre iba acompañada a la escuela, es decir, ella no esperaba que le tocara irse sola, y si le tocó volver a pasar en iguales circunstancias por el referido lugar, fue algo excepcional con lo que ella no contaba y ajena a su voluntad.   

Recuérdese que quedó establecido que la vivienda de M.C.R.M. estaba distante de la escuela “La Sombra”, y en algunas ocasiones cuando había transporte escolar no solo ella, sino sus demás hermanos, eran llevados hasta su sitio de estudio -sus otros hermanos estudiaban en el colegio de la vereda La Floresta, que quedaba más retirada-. E igualmente se acreditó que en otras oportunidades se iban a pie, y en una de ellas fueron recogidos sus colaterales por un vehículo cerca de la escuela, pero la menor no se subió al vehículo porque ya iba a llegar a su destino; es decir, que lo que a ella le pasó fue estando muy cerca de su colegio, en un área que para ella era inevitable.
La aseveración según la cual la ilicitud por parte del acusado no era posible por cuanto el señor JAIRO ANTONIO no vivía en el sector, no trabajaba por allí, ni tenía transporte, no puede ser atendible, porque de lo debatido en juicio se sabe que vivía en La vereda Miravalle, la cual es cercana a “La Sombra”, como lo dijo la profesora FRANCIA ELENA AGUDELO y los funcionarios de policía judicial, situación que desde luego le permitía acudir al sitio sin dificultad. Por demás, para obrar así no requería usar transporte, podía ir a pie, aunque también fue visto por el lugar en un vehículo, como así lo indicó la madre de la niña afectada. Aunado a que las reglas de la experiencia enseñan que la mayoría de las personas del campo recorren distancias a pie, entre una u otra vereda, sin que tales correrías cause inconveniente alguno.

Igualmente y de los datos entregados por el padrastro de M.C.R.M., se tiene que el señor JAIRO ANTONIO, sí era avistado por el sector, toda vez que en una ocasión fue a la finca donde éste se encontraba a pedir trabajo o que le vendieran unas naranjas, y también lo observó cuando recogía cable, al parecer para reciclar, ya que según este mismo testigo también se dedicaba a tal labor. 
Refirió de igual forma el señor JORGE ADRIÁN MORENO, que al ser visitados por el padre del procesado, señaló que su hijo compraba mandarinas en la finca de un señor MARIO CALLE, que queda a cinco minutos de la escuela de “La Sombra”, lo que a permite predicar que sí permanecía en el sector.

El acusado en su defensa señala que hay seguramente un “interés oculto en denunciar el hecho” o “un interés en justificar problemas académicos”, pero lo que se extrae de la actuación es que quien puso en conocimiento la ilicitud ante las autoridades no fue la víctima, ni siquiera su familia, fue un tercero, en este caso la directora rural de la Floresta, quien fue enterada de lo sucedido por la docente de la Escuela de “La Sombra”. De igual modo se sabe que el nivel académico de la menor era bueno pero de un momento a otro empezó a tener ciertos cambios, rendía menos, se atrasaba en sus actividades escolares, e incluso en algunas ocasiones manifestó no tener ganas de estudiar, y en otras le daba dificultad concentrarse, todo lo cual no tenía otra explicación que lo que posteriormente se supo.

Ahora bien, la discusión acerca de si hubo o no penetración, es bien particular en el caso que se juzga, porque aunque la menor asegura que además de los tocamientos el individuo a quien ella señala la penetró, ninguna huella al respecto encontró el médico forense en el examen sexológico, pero ello no descarta que lo aseverado haya tenido real ocurrencia, si en cuenta se tiene que de acuerdo con el hallazgo la infante presenta un himen íntegro elástico, lo que implica, como lo clarificó el perito, que tal variación anatómica es relativamente frecuente en niñas de más de 10 años y con dicha descripción lo que se señala es que si bien su himen está integro, la mención de “elástico” indica que “puede permitir el paso de un miembro viril erecto sin alterar su anatomía”. Lo anterior unido a lo dicho por la madre quien refirió que con antelación a enterarse del hecho encontró la ropa interior de su hija con rastros de sangre, pese a que ésta no había empezado a menstruar, y sin que para ese momento le hubiera contado algo al respecto. 
Sea como fuere, ni los cargos se hicieron por acceso carnal, ni el juez de instancia atendió esas manifestaciones de la menor en tal sentido, entre otras cosas porque es factible que la pequeña confundiera el acercamiento del pene del victimario a su vagina con una penetración, situación que puede ser de fácil ocurrencia, máxime atendiendo el momento de conmoción síquica propio de verse atacada por un extraño.

Finalmente, en relación con la argumentación del acusado en el sentido que según las reglas de la experiencia en esta clase de eventos el presunto agresor no se quita su ropa, en tanto ello facilita la huida de su víctima, lamentablemente tal manifestación no es de recibido tampoco, por cuanto como así lo dijo la niña, su victimario la ingresó al cafetal precisamente para evitar que quien pudiera pasar por la vía se percatara del hecho, así que nada le impedía al agresor aprovechar las circunstancias para despojarse también de sus prendas de vestir con miras a saciar sus instintos pues ese era obviamente el objetivo buscado.

Así las cosas, en criterio de la Corporación como lo fue para el juzgador de primer grado, el órgano encargado de la persecución penal sí demostró, más allá de toda duda razonable, no solo la materialización de la conducta endilgada, sino la autoría en cabeza del justiciable, a consecuencia de lo cual se debe asegurar que el funcionario no se equivocó en sus apreciaciones y existe mérito suficiente para confirmar la determinación proferida.
Por lo antes expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de condena emitida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) en contra del señor JAIRO ANTONIO ACEVEDO OSORIO. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación, que de interponerse debe hacerse dentro del término legal.

En firme la presente providencia, se dará comienzo al incidente de reparación integral.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Según el Registro Civil de Nacimiento 35121668 arrimado como prueba al juicio, la menor nació en septiembre 9 de 2003.


� Según el relato ofrecido por la menor, el sujeto le quitaba la ropa, luego él hacía lo mismo con la suya, la acariciaba y eyaculaba, causándole fastidio.








� “a) Que no exista incredibilidad derivada de un resentimiento por las relaciones agresor – agredido que lleve a inferir en la existencia de un posible rencor o enemistad que ponga en entredicho la aptitud probatoria de este último. B) Que la versión de la víctima tenga confirmación en las circunstancias que rodearon el acontecer fáctico, esto es, la constatación de la real existencia del hecho; y c) La persistencia en la incriminación, que debe ser sin ambigüedades y contradicciones”.


� C.S.J., Sentencia de octubre 10 de 2002, radicado 12.619.


� Señaló el a quo en la sentencia lo siguiente: “Las características físicas dadas por la menor desde el inicio de la investigación corresponde al indiciado, pues el juzgado puede dejar constancia que efectivamente corresponden a la de la persona que se hace presente en juicio, lo cual hace en atención a que no se cuenta en la Sala con equipo visual para que en instancias superiores lo puedan valorar, pues debe decirse que se trata de una persona de baja estatura, 1.56 cms. aproximadamente como se acredita con la reseña efectuada por la policía judicial, es mono o blanco, le falta una pieza dental y tiene calvicie coronaria. Además de que se trata de una persona de 49 años para la época de los hechos”.-negrillas excluidas-  


� CSJ SP, 03 feb. 2010, Rad. 30612


� CSJ SP, 15 dic. 2000, Rad. 13119.


� Tribunal Superior del Distrito Judicial, sentencia de agosto 23 de 2005, Radicación 66400-31-89-001-2004-0199-00
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